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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

SALA DUAL QUINTA DE DECISIÓN 
Bogotá D. C. nueve (9) de febrero de dos mil doce (2012).

Magistrado Ponente Dr. JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ 

Radicación No. 110011102000201009971 01
Aprobado Según Acta No. 9 de la misma fecha.

Asunto: Abogado en apelación sentencia sancionatoria

Decisión: Declarar la nulidad de todo lo actuado a partir de la sentencia de fecha 29 de julio de 2011.

ASUNTO 

Negada la ponencia de la doctora MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA, sería del caso que esta Sala Dual Quinta de Decisión, procediera a resolver el recurso de APELACIÓN interpuesto contra la sentencia proferida el 29 de julio de 2011, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, hoy Bogotá, Magistrado Ponente Doctor ÁLVARO LEÓN OBANDO MONCAYO, mediante la cual resolvió sancionar al abogado OSCAR ALFREDO FRANCO GUZMÁN con SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión por el término de CUATRO (4) MESES, por haberlo hallado disciplinariamente responsable de infringir el numeral 3 del artículo 30 de la Ley 1123 de 2007, de no ser porque se evidencia una irregularidad sustancial que afecta el debido proceso, haciendo imperiosa la declaración de nulidad de la actuación.

HECHOS 

La génesis de ésta investigación se contrae al escrito radicado el 4 de octubre de 2010, por el señor JOSÉ GUSTAVO LÓPEZ SUÁREZ y la señora EDDNA CONSTANZA PEÑA, en el cual solicitan se investigue al abogado OSCAR ALFREDO FRANCO GUZMÁN, por los siguientes hechos: 

El quejoso y el disciplinado celebraron un contrato de arrendamiento, sin embargo en el mismo figura como arrendadora la señora Lucy Franco Sandoval y la rubrica que en él se encuentra pertenece al señor Metodio Jiménez Velasco.

Con ocasión del no pago de los cánones por parte de los denunciantes, el 1 de junio de 2010, el togado se dirigió al inmueble objeto del contrato, a suspender los servicios públicos, aduciendo estar autorizado por el Juzgado 10 Civil Municipal de Bogotá, causando que los hijos del señor LÓPEZ SUÁREZ sufrieran enfermedades por la falta de agua. 

El 30 de septiembre siguiente, nuevamente el profesional compareció al apartamento y agredió tanto física como psicológicamente a la señora EDDNA CONSTANZA PEÑA, solicitándole que su esposo, efectuara el pago de la suma adeudada.

Adjunto al escrito de queja allegaron denuncia presentada el 20 de septiembre de 2010 en la Inspección de Policía de la Localidad Engativá, la querella de fecha 1 de octubre de 2010 radicada en la Fiscalía General de la Nación y un derecho de petición interpuesto ante el Juzgado 10 Civil Municipal de Bogotá, documentos contentivos de las situaciones fácticas expuestas. 

ACTUACIÓN PROCESAL

Con fundamento en el escrito anteriormente mencionado y una vez acreditada la calidad de abogado del disciplinado (fl. 8), mediante auto del 3 de noviembre de 2010, el Magistrado Ponente, dictó auto de apertura del proceso disciplinario señalando que el 27 de abril de 2011 se realizaría la Audiencia de Pruebas y Calificación Provisional
, fecha que posteriormente fue modificada (fls. 13, 14, 15). 

El 13 de julio de 2010, el Magistrado Sustanciador instaló la diligencia
, hizo el recuento de los hechos expuestos en la queja y procedió a recepcionar la versión libre del doctor OSCAR ALFREDO FRANCO GUZMÁN quien adujo haber asistido respetuosamente al apartamento, al igual que en otras oportunidades, con el fin de solicitar el pago de los servicios públicos y de los cánones de arrendamiento, sin embargo afirmó que los hechos denunciados penalmente fueron narrados de forma distorsionada. 

Además manifestó: 

“(…) En la fecha indicada fue recibido por la quejosa con una andanada de insultos verbales de groso calibre y hasta el extremo de acercárseme y escupirme al rostro, la verdad llevado por ésta provocación, que considero muy injustificada porque no le hice ningún reclamo distinto al que manifiesto, en un momento de disertación, realmente al tratar de quitármela de encima, le causé una agresión, debo reconocerlo, la verdad considero que estaría incurso dentro de la falta disciplinaria que nuestra Ley 1123 del 2004 señala en el numeral 3 del artículo 30, consistente en intervenir voluntariamente en riñas o escándalo público originado en asuntos profesionales. Efectivamente estaba actuando como apoderado judicial de la demandante dentro de un proceso de restitución de inmueble arrendado, entonces acogiéndome a la normatividad, pues no obstante, reconocer los errores en la vida es de hombres rectos y uno cuando ha sido provocado y comete una equivocación o se excede en su conducta, hay que reconocerlo. 

(…) no teniendo las pruebas para demostrar que los hechos no fueron en las circunstancias que la quejosa denuncia penalmente, y con fundamento en las normas que prevén esta situación, me declaro confeso del hecho para que por economía procesal se proceda de conformidad.” 
Además solicitó la aplicación de los criterios de graduación de la sanción, primero por haber confesado la comisión de la falta y segundo por haberse dirigido  posteriormente al inmueble para hablar con el esposo de la agredida y llegar a un acuerdo respecto al resarcimiento de los perjuicios causados, no logando tal cometido.

Finalmente afirmó que al interior del proceso de restitución de inmueble el juzgado de conocimiento profirió sentencia a favor de las pretensiones de los actores.

Teniendo en cuenta la confesión de la comisión de la falta, el A quo procedió a dictar sentencia en aplicación del parágrafo del artículo 105 de la Ley 1123 de 2007. 

SENTENCIA APELADA 

Mediante sentencia del 29 de julio de 2011, sancionaron al abogado OSCAR ALFREDO FRANCO GUZMÁN, con SUSPENSIÓN en el ejercicio de la profesión por el término de CUATRO (4) MESES, por haberlo hallado disciplinariamente responsable de haber infringido el numeral 3 del artículo 30 de la Ley 1123 de 2007, al considerar: 

“(…) En suma, en cuanto a la falta cometida, y habida cuenta de que éste tenía pleno conocimiento del estatuto deontológico del abogado y, por consiguiente , del deber de observar mesura, seriedad, ponderación y respeto en sus relaciones con la contraparte y demás personas que intervengan en los asuntos de su profesión (Artículo 28 numeral 7 de la Ley 1123 de 2007), se concluye que incurrió en la falta prevista en el artículo 30 numeral 3, de la norma en cita a título de culpa
, cumpliéndose, en consecuencia, los presupuestos sustantivos para imponerle la condigna sanción: Existencia de la falta y responsabilidad del autor, sin que aparezca a su favor, por lo demás, una causal de inculpabilidad.” (Sic a lo transcrito)

Respecto a la sanción impuesta expuso que estaba acorde con los límites fijados en los artículos 43 y 45 literal b numeral 1 ibídem, teniendo en cuenta la gravedad de la conducta por la cual fue procesado, en la medida en que con dicho comportamiento quebrantó de manera manifiesta deberes profesionales y causó perjuicio a su contraparte. Aunado a lo anterior, el encartado cuenta con antecedentes disciplinarios, pues fue sancionado con censura por la falta consagrada en el artículo 52 numeral 1 del decreto 196 de 1971. 

RECURSO DE APELACIÓN

Notificada por edicto la providencia mencionada, y dentro del término legal, el doctor FRANCO GUZMÁN interpuso el recurso de apelación afirmando que cuando existía un testimonio único, como en el presente caso, pues sólo obra el testimonio de la quejosa y la confesión, “(…) la prueba entre sí se elide o anula y por consiguiente, no hay forma humana de otorgar en derecho y en justicia valor superior a uno u otro testimonio.” (Sic a lo transcrito) 

“(…) Varios tratadistas sostiene que la afirmación del testigo único que acusa se enfrenta indiscutiblemente a la declaración del acusado y por ende, en la vida real, respetando el principio de igualdad de las personas, ambas afirmaciones tienen el mismo valor probatorio, llegando como dije antes, a anularse en su fuerza demostrativa y además en razón a que el dicho del testigo único que acusa, como es la voz que se alza contra el acusado, se presenta entre el juez probo y cimero más como una enunciación que como una prueba de culpabilidad. En cambio, el acusado cuenta a su favor con las presunciones de inocencia y de veracidad que lo protegen de los embates del testimonio acusador mientras no concurra con otras pruebas, como acontece en el asunto debatido, en donde la quejosa manifiesta tener pruebas para demostrarlo, pero que a la hora de la verdad no sólo no las aportó, sino que rehuyó injustificadamente su asistencia a la audiencia a la que fue convocada por el Magistrado investigador. En tales condiciones no cabe duda que en estricto derecho y en prudente y esmerada aplicación de la ley, el dicho del acusado prevalece y si bien su actuar puede merecer un reproche no se justifica ni es necesaria la drasticidad de la sanción impuesta, habida cuenta que la propia ley establece una escala de sanciones y en su artículo 16 determinada el principio de integración de normas y ello conlleva a la aplicación del código de procedimiento penal, el cual prevé, que la aceptación de los cargos determinados en la audiencia de formulación de la imputación, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena imponible.

Nada de ello ha tenido cabida en éste asunto, es decir, que la sanción es por haber actuado, pero no porque se haya probado la antijuridicidad y la culpabilidad establecidas en los artículos 4º y 5º de la Ley 1123 de 2007 y mucho menos porque se haya producido la prueba capaz de desvirtuar en primer término las presunciones de inocencia y de veracidad y en segundo lugar, la necesidad y conveniencia de actuar en defensa de mi honor y de mi integridad corporal.” (Sic a lo transcrito)

Asimismo, adujo no estar de acuerdo con que haya sido tenida en cuenta la sanción disciplinaria anteriormente impuesta para agravar la actual, pues según él actuó en legítima defensa y además afirmó haber tenido la intención de resarcir el daño causado.

Siguiendo los argumentos esbozados, solicitó la revocatoria de la sanción. 

CONSIDERACIONES

I. Competencia

La Sala Quinta Dual de Decisión que forma parte de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer el presente asunto, en virtud a lo previsto por el Artículo 256 numeral 3° de la Constitución Política, el Artículo 112 numeral 4° de la Ley 270 de 1996, y el literal a) del artículo 26 del Acuerdo No. 075 del 28 de julio de 2011.

II. Marco Normativo

La norma por la cual se encontró disciplinariamente responsable al profesional del derecho investigado, establece:

“Art. 30.- Constituyen faltas contra la dignidad de la profesión: 

(…)

3. Provocar o intervenir voluntariamente en riñas o escándalo público originado en asuntos profesionales.”

Los verbos rectores del tipo disciplinario son provocar o intervenir, y según el Diccionario de la Real Academia Española, significan: “Incitar o inducir a alguien a que se ejecute algo”, y el segundo: “Tomar parte en un asunto”, premisas que circunscriben la configuración de la falta, en la participación facultativa del profesional un alboroto o bullicio que altere la normal convivencia de la comunidad, escándalo que necesariamente debe originarse en el ejercicio de su profesión. 

En este orden de ideas, la infracción en comento es esencialmente dolosa, porque los verbos rectores de la misma, hacen imperiosa la existencia del elemento volitivo en el comportamiento, eliminándose la posibilidad de provocar o intervenir voluntariamente en una riña, a través de una acción imprudente o negligente, en tanto sólo se incita o se toma parte en un asunto discrecionalmente, máxime cuando el mismo tipo disciplinario contiene el ingrediente que hace imposible su comisión de manera culposa.

III. Caso en concreto

No obstante la competencia aludida, al analizar el caso que ocupa la atención de la Sala, tal y como se advirtió al inicio de esta providencia, sería del caso que la Corporación entrara a estudiar el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia de primera instancia de no ser porque se encuentra que la actuación está viciada de nulidad por existencia de irregularidades sustanciales que afectan el debido proceso.

También es cierto que, en algunos casos, la descripción típica marca necesariamente la única posibilidad subjetiva del comportamiento, de tal forma que, en su consumación sólo existen elementos del dolo o de la culpa, según corresponda, pues de lo contrario terminarían convirtiéndose en falta diferente. En el caso que nos ocupa, la provocación e intervención, como verbos rectores del tipo disciplinario analizado, exigen un comportamiento activo consciente y voluntario –doloso-, es decir, para predicar su existencia en riñas o escándalo público, el abogado debe ser consciente de que con su conducta infringirá el deber que le asiste y, a pesar de ello, decide incurrir en tal irregularidad.

Así las cosas, como en el sub examine se encuentra que el Magistrado Sustanciador, mediante la sentencia de fecha 29 de julio de 2011, impuso sanción de suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de 4 meses, al doctor OSCAR ALFREDO FRANCO GUZMÁN por haberlo hallado responsable de la falta consagrada en el articulo 30 numeral 3 de la Ley 1123 de 2007, imputándole la conducta a título de culpa.

Al respecto se advierte que existió una irregularidad sustancial que afecta el debido proceso, pues se imputó culposamente una falta que por su naturaleza es dolosa, así que sin hacer mayores elucubraciones al respecto, deviene clara la falencia existente, lo cual, en definitiva, implica un desconocimiento del debido proceso, como quiera que la imputación subjetiva no fue adecuadamente desarrollada.

Así las cosas, la Sala observa una falencia en la sentencia, pues, como ya se señaló la culpabilidad de la conducta desplegada por el disciplinado fue tratada erróneamente en tal decisión y ello constituye la existencia de irregularidades sustanciales que afectan el debido proceso pues la labor de proferir una sentencia, indudablemente conlleva el respeto a las garantías procesales, que en este sentido demandan los tipos disciplinarios.

Entonces, la Sala Dual Quinta de Decisión, concluye que la presente actuación se encuentra viciada de nulidad por violación ostensible y manifiesta de los mencionados derechos fundamentales, como quiera que la carencia de los requisitos legales, supone, para quienes forman parte de una actuación disciplinaria, la afectación al debido proceso, pues se desconoce el marco de referencia en el cual se adelanta el litigio, perjudicando de contera el resultado de la sentencia, la buena fe y expectativas de la persona juzgada, por el error del juez disciplinario de valorar en debida forma la actuación como ya se expuso.

Finalmente, sumado a lo anterior, el Seccional de Instancia en la parte resolutiva de la sentencia, textualmente expuso: 

“(…) PRIMERO.- DECLARAR DISCIPLINARIAMENTE RESPONSABLE al abogado OSCAR ALFREDO FRANCO GUZMÁN, (…) de la falta contra la debida diligencia profesional
, consagrada enm el artículo 30, numeral 3, de la Ley 1123 de 2007.” (Sic a lo transcrito) 

Ante lo cual, es pertinente aclarar que la falta consagrada en el numeral 3 del artículo 30 de la Ley 1123 de 2007, vulnera la dignidad de la profesión y no la debida diligencia profesional como lo expuso el A quo. 
Así las cosas, claro es que en el presente asunto se configuró la causal de nulidad prevista en el artículo 98 de la Ley 1123 de 2007, motivo por el cual, y en ejercicio de la facultad oficiosa consagrada en el artículo 99 de esa misma norma, se nulitará la actuación a partir del 29 de julio de 2011, fecha en la cual fue dictada la sentencia, para que el Seccional de primera instancia, la profiera nuevamente, imputándole la falta a título de dolo y señalando que el tipo disciplinario contenido en el numeral 3 del artículo 30, constituye una falta contra la dignidad de la profesión y no contra la debida diligencia profesional. 

Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Sala Dual Quinta de Decisión del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de sus facultades constitucionales y legales,

RESUELVE

PRIMERO. DECRETAR LA NULIDAD de lo actuado, a partir de la sentencia de fecha 29 de julio de 2011, inclusive, acorde con las motivaciones plasmadas en ésta providencia.

SEGUNDO. En consecuencia, remítase el expediente a la Colegiatura de instancia.

COMUNÍQUESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

	JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ

	Magistrado

	

	PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

	Magistrado


Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo Superior de la Judicatura.
� Fls. 10 y 11 del Cuaderno de 1ª Instancia


� El acta de la Audiencia de Pruebas y Calificación Provisional, realizada el 13 de julio de 2010, se encuentra en los folios 13 y 14 del cuaderno de 1ª instancia. 


� Subrayado fuea del texto.


� Subrayado fuera del texto. 





